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SUMILLA

Pese a los diversos avances normativos y fortalecimiento de capacidades por parte de diversos sectores del 
Estado, así como por parte de organizaciones de sociedad civil, las mujeres, adolescentes y niñas continúan 
temiendo y sufriendo diversos tipos de violencia sexual en los espacios públicos, desde situaciones no 
deseadas, comentarios sexuales y tocamientos hasta la violación y el feminicidio, como extremo máximo de 
violencia hacia las mujeres. A partir de esta problemática, ONU Mujeres ha advertido la necesidad de elaborar 
una investigación que permita identificar intervenciones con perspectiva de género relevantes e implementadas 
a nivel local para abordar la violencia sexual contra las mujeres y las niñas en espacios públicos. Así, este 
artículo analiza el problema del acoso sexual y otras formas de violencia sexual contra mujeres y niñas en 
espacios públicos, con foco en el distrito de San Miguel, en el marco del programa de ONU Mujeres “Ciudades 
y espacios públicos seguros”, a partir de diversas herramientas, tanto cualitativas como cuantitativas. A pesar 
de registrarse diversos avances, esta investigación evidencia cómo la influencia de normas culturales, sociales 
e institucionales, la falta de conocimiento sobre mecanismos de denuncia y las barreras para implementar 
medidas preventivas y de protección, hacen necesaria la generación de estrategias como la educación en 
igualdad de género, la capacitación del personal institucional, la sensibilización comunitaria y el fortalecimiento 
de políticas públicas para prevenir y responder efectivamente al acoso sexual en espacios públicos y promover 
una vida libre de violencia, en el marco de los derechos humanos.
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Introducción

En el marco del programa insignia “Ciudades y espacios públicos seguros para mujeres y niñas”, que busca generar 
evidencia para desarrollar políticas e iniciativas que permitan prevenir y responder al acoso sexual y otras formas 
de violencia sexual contra las mujeres y las niñas en espacios públicos, ONU Mujeres ha desarrollado tres estudios 
en el distrito de San Miguel.

Desde la década de 1990, la violencia estructural y sistémica que afecta a las mujeres, y más específica y 
recientemente, la violencia sexual en espacios públicos, han experimentado avances normativos, a nivel internacional 
y nacional. Específicamente, el distrito de San Miguel cuenta con una Ordenanza 359/MDSM que previene, prohíbe 



y sanciona el acoso sexual en espacios públicos, ejercido en contra de las personas que se encuentren o transiten 
en el distrito de San Miguel. Esta Ordenanza incluye acciones de información, sensibilización y educación. Además, 
también cuenta con el Plan de Acción Distrital de Seguridad Ciudadana 2024-2027 que, en su línea de acción 11, 
sobre prevención, investigación, atención y protección a las víctimas de violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar, se incluye el desarrollo de campañas de difusión ciudadana vía web para la prevención del acoso 
sexual en la vía pública, violencia contra las mujeres, niños, niñas y adolescentes.

Ningún entorno urbano refleja mejor el significado de la vida urbana que un espacio público. Cualquiera que sea su 
naturaleza, el espacio público es el lugar donde la gente pasa, se encuentra entre sí y, en ocasiones, puede convertirse 
en víctima de un delito. Sin embargo, si bien el espacio público es un espacio diferenciado por género (Vera-Gray 
y Kelly, 2020), utilizar el espacio público es diferente para las mujeres y, muchas veces, termina por ser un espacio 
no propio para las mismas, así también como para las adolescentes y para las niñas, por articular con una atención 
sexual generalizada y no deseada en los espacios públicos (Salerno-Ferraro et al., 2022). De ahí que resulte importante 
desarrollar mayor conocimiento respecto de cómo responden las mujeres, adolescentes y niñas a tener que, por 
ejemplo, cambiar de ruta a casa, elegir asientos en el transporte público, performar sobre su feminidad en público, 
e incluso reducirse físicamente o buscan invisibilizarse (Ceccato y Loukaitou-Sideris, 2022). Todo esto, de forma 
estratégica para prevenir el acoso sexual y otras formas de violencia sexual en el espacio público.

Así, a partir de la revisión de fuentes secundarias, tanto de literatura académica como de instituciones del Estado, 
desde una aproximación cualitativa y cuantitativa para el desarrollo del estudio, se evidencian las formas locales 
de violencia sexual contra las mujeres, adolescentes y las niñas en los espacios públicos.

Aproximaciones normativas internacionales y nacionales

En todo el mundo, las mujeres, adolescentes y niñas temen y sufren diversos tipos de violencia sexual en los espacios 
públicos, desde situaciones no deseadas, comentarios sexuales y tocamientos hasta la violación y el feminicidio. 
Sucede en las calles, dentro y alrededor de las escuelas, el transporte público, lugares de trabajo, parques, entre otros 
espacios. Todo esto reduce la libertad de movimiento de las mujeres, adolescentes y niñas, así como su capacidad 
para participar en la escuela, el trabajo y la vida pública, en general, impactando negativamente su salud y bienestar 
(ONU Mujeres, 2023; Royo et al., 2023). A lo largo de tiempo, la violencia estructural y sistémica que afecta a las 
mujeres, y más específica y recientemente, la violencia sexual en espacios públicos, han experimentado avances 
normativos, a nivel internacional y nacional. 

Por ejemplo, de acuerdo con la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), “todo individuo tiene derecho 
a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona” (Artículo 1) y a circular libremente (Artículo 13). En la misma 
línea, se destaca el reconocimiento de los derechos de las mujeres y la igualdad con los hombres en la Declaración 
sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (1967), aprobado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. Documento que permitió dar paso a la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la mujer-CEDAW (1979)1, teniendo como principio regulador: la promoción de la igualdad entre hombres y 

1	 Aprobada en Perú por Resolución Legislativa N° 23432 de 04 de junio de 1982, y ratificada el mismo año, el 28 de agosto. 



mujeres en materia de los derechos civiles y políticos. Ello se vio reflejado en el derecho al voto, a la posesión de un 
cargo público, a una vida laboral digna, a la propiedad, entre otros, así como obligar a los Estados Parte a proteger 
a la mujer contra cualquier tipo de violencia que se produzca en la familia, en el trabajo, en la esfera educativa o en 
cualquier otro ámbito de la vida social de acuerdo a lo estipulado en los artículos 10, 14, 16 de la referida Convención.  
A esto se suma la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
conocida como “Convención de Belém do Pará” (1994), puesta en vigor en 1995, que afirma “que la violencia contra 
la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales (…)” en todos los ámbitos 
de la vida, tanto públicos como privados. La Convención reconoce que una forma de violación de los derechos 
humanos se expresa en situaciones de acoso sexual en cualquier espacio. En ese marco, dispone en su Artículo 3 
que constituye un derecho humano fundamental “el derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público 
como en el privado”. 

En 2013, el 57° periodo de sesiones de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (CSW57), identificó 
diversas formas de violencia sexual contra mujeres y niñas en espacios públicos. Y, en 2016, la Nueva Agenda Urbana 
se comprometió a promover un entorno seguro, saludable, inclusivo y protegido en las ciudades y asentamientos 
humanos para que todos vivan, trabajen y participen en la vida urbana sin temor a la violencia y la intimidación. 
En ese marco, se reconoció que el acoso sexual en espacios públicos a menudo se descuida, con pocas leyes o 
políticas vigentes para prevenirlo y abordarlo. Asimismo, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible incluye en el 
ODS 5, la meta (5.2) de “Eliminar todas las formas de violencia contra todas las mujeres y las niñas en los ámbitos 
público y privado” como uno de sus objetivos específicos. Más recientemente, el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, en sus recomendaciones al Estado peruano para el 2022 (CEDAW/C/PER/CO/9), 
parte de reconocer que el Estado ha realizado esfuerzos para incorporar la igualdad de género y los derechos de la 
mujer en sus marcos legislativos, regulatorios y normativos. Sin embargo, al Comité le preocupan los altos niveles 
de violencia de género contra las mujeres, que se han visto exacerbados desde el inicio de la pandemia. Por ejemplo, 
en el marco de la violencia de género contra la mujer, señala que el Estado “a) mejore los mecanismos para hacer un 
seguimiento de la aplicación de las leyes que tipifican como delito la violencia de género contra las mujeres y que 
prevén servicios de apoyo a las víctimas (…)”. 

Durante los más de 30 años de vigencia de la CEDAW, el Perú cuenta con la Constitución Política del Perú (1993) que, 
si bien no reconoce expresamente la violencia de género contra las mujeres, esto puede articularse con el derecho-
principio de dignidad (Artículo 1), vida y libre desarrollo de la personalidad (Artículo 2, inciso 1), a transitar por el territorio 
nacional (Artículo 2, inciso 11) y a la libertad y a la seguridad personales (Artículo 2, inciso 24). A esto suma la Ley 28983, 
Ley de Igualdad de Oportunidades entre Hombres y Mujeres (2007), que reconoce la equidad de género y la importancia 
de la protección frente al hostigamiento sexual, establece como uno de los lineamientos del Poder Ejecutivo, así como 
gobiernos regionales y gobiernos locales: “c) Desarrollar políticas, planes y programas para la prevención, atención y 
eliminación de la violencia en todas sus formas y en todos los espacios, en especial la ejercida contra las mujeres”.

Esto se articula con la Política Nacional de Igualdad de Género (2019) que, entre sus objetivos prioritarios, busca 
reducir la violencia hacia las mujeres (OP1). Y, en materia de lineamientos, implementar medidas de atención y 
protección para mujeres víctimas de violencia e integrantes del grupo familiar. Asimismo, se aprobó la Ley 30364, 
Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar (2015), que 
incorpora el acoso sexual como un tipo de violencia contra las mujeres; la Ley 30314, Ley para prevenir y sancionar 



el acoso sexual en espacios públicos (2015)2, que define el acoso sexual en espacios públicos como “la conducta 
física o verbal de naturaleza o connotación sexual realizada por una o más personas en contra de otra u otras, quienes 
no desean o rechazan estas conductas por considerar que afectan su dignidad, sus derechos fundamentales como 
la libertad, la integridad y el libre tránsito, creando en ellas intimidación, hostilidad, degradación, humillación o un 
ambiente ofensivo en los espacios públicos”. A esto suma el Decreto Legislativo N° 1410, que incorpora el delito 
de acoso, acoso sexual, chantaje sexual y difusión de imágenes, materiales audiovisuales o audios con contenido 
sexual al código penal, y modifica el procedimiento de sanción del hostigamiento sexual (2018), que busca fortalecer 
el marco jurídico para la prevención y protección frente a la violencia contra la mujer y grupo familiar, destacando 
el acoso en espacios públicos y, “en los espacios donde el hostigamiento puede presentarse producto del ejercicio 
de relaciones de poder que afectan principalmente a las mujeres”. 

Específicamente, el distrito de San Miguel cuenta con una Ordenanza 359/MDSM que previene, prohíbe y sanciona 
el acoso sexual en espacios públicos, ejercido en contra de las personas que se encuentren o transiten en el distrito 
de San Miguel. Esta Ordenanza incluye acciones información, sensibilización y educación. Además, también cuenta 
con el Plan de Acción Distrital de Seguridad Ciudadana 2024-2027 que, en su línea de acción 11, sobre prevención, 
investigación, atención y protección a las víctimas de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, 
incluye el desarrollo de campañas de difusión ciudadana vía web para la prevención de acoso sexual en la vía pública, 
violencia contra las mujeres, niños, niñas y adolescentes.

Lo femenino y el uso del espacio público

Ningún entorno urbano refleja mejor el significado de la vida urbana que un espacio público. Un espacio público, 
cualquiera sea su naturaleza, es el lugar donde la gente pasa, se encuentra entre sí y, en ocasiones, puede convertirse 
en víctima de un delito. Sin embargo, si bien el espacio público es un espacio diferenciado por género, sigue sin ser 
un foco del análisis académico dominante (Vera-Gray y Kelly, 2020). Usualmente, en estudios urbanos, los conceptos 
recientes de “derecho a la ciudad” y “derecho a la seguridad” carecen de este lente crítico. Las luchas por el espacio 
siguen incluyendo segregación de género y limitaciones de acceso al espacio público para la mujer (Royo et al., 2023). 

Utilizar el espacio público es diferente para las mujeres y, muchas veces, termina por ser un espacio no propio para las 
mismas, así también como para las adolescentes y para las niñas, por articular con una atención sexual generalizada 
y no deseada en los espacios públicos (Salerno-Ferraro et al., 2022). De ahí que resulte importante desarrollar mayor 
conocimiento respecto de cómo responden las mujeres, adolescentes y niñas a tener que, por ejemplo, cambiar de 
ruta a casa, elegir asientos en el transporte público, performar sobre su feminidad en público, e incluso reducirse 
físicamente o invisibilizarse (Ceccato y Loukaitou-Sideris, 2022). Todo esto, de forma estratégica para prevenir el 
acoso sexual y otras formas de violencia sexual en el espacio público. Esta estrategia termina por entenderse como 
una respuesta a la estructura heteropatriarcal que violenta a las mujeres y les señala que “las mujeres necesitan ser 
menos –menos vocales, menos visibles, menos libres– para estar seguras” (Roy y Bailey, 2021; Vera-Gray y Kelly, 
2020) y, así también, menos libres. Asimismo, si bien las personas pueden sentirse inseguras por diversas razones, 

2	 Esta norma establece obligaciones para los gobiernos regionales, provinciales y locales, para el Ministerio de la Mujer 
y Poblaciones Vulnerables-MIMP, el Ministerio de Educación, el Ministerio de Salud, el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones- MTC y el Ministerio del Interior que deben adoptar, conforme a sus competencias.



la victimización previa sigue siendo un determinante importante de la seguridad percibida. Por ejemplo, ser testigo 
de la victimización de otras personas también afecta el nivel de seguridad personal de una persona, como en el caso 
de las mujeres (Yates y Ceccato, 2020). Así, el miedo que genera dicha experiencia afecta la movilidad y los patrones 
de viaje en los espacios públicos, sobre todo, por miedo de ser víctima de violencia sexual. 

El acoso sexual en espacios públicos se articula con el miedo y el entorno que construye la relación espacial que 
existe con el patriarcado, que refuerza y reproduce la exclusión de las mujeres en diversos ámbitos. Las adaptaciones 
que las mujeres hacen a su comportamiento para participar en el espacio público, por ejemplo, en ámbitos como el 
transporte público, también revelan dicha relación (Royo et al., 2023; Salerno-Ferraro et al., 2022). Esto se evidencia, 
por ejemplo, en la puesta en práctica del término “inseguridad de la feminidad” (Vera-Gray, 2018) que explica cómo 
características físicas asociadas con una apariencia femenina, como cabello largo, joyas, vestidos rojos y lápiz labial, 
son características que las mujeres deben evitar siempre o en contextos particulares, como estar sola o de noche, 
para evitar el peligro. Este mensaje sobre la feminidad sugiere que la existencia permanente de una sensación de 
inseguridad enredada con el propio cuerpo femenino, que termina por requerir un proceso de alienación estratégica. 
Esto incluye cambiar de movimientos y de vestimenta, o buscar no estar del todo presente, por ejemplo, usar lentes 
de sol o auriculares para crear la ilusión de una separación entre una misma y el mundo y crear una sensación 
de un espacio privado en público.  (Vera-Gray y Kelly, 2020; Vera-Gray, 2018). Así, prevenir la “inseguridad de la 
feminidad”, o aquello que no cumple con lo esperado de la feminidad, cabe destacar que no es sólo una respuesta a 
acciones individuales de hombres individuales. El proceso de alienación estratégica se realiza antes de que suceda 
algo “por si acaso”. En ese sentido, las mujeres aprenden a adaptar su comportamiento y movimientos, limitando 
habitualmente su propia libertad para prevenir, evitar, ignorar situaciones de violencia sexual en espacios públicos 
que, con el tiempo, son adaptaciones del comportamiento que pasan desapercibidas (Royo et al., 2023; Roy y Bailey, 
2021). Esto se ve reforzado por campañas aparentemente bien intencionadas y con comentarios dirigidos a dar 
“consejos de seguridad” a las mujeres sobre cómo prevenir violencia sexual que terminan por recaer en culpabilizar 
a las mujeres de su propia victimización. 

Actualmente, 38 de los 43 distritos de la capital cuentan con ordenanzas que sancionan el acoso sexual callejero 
(Defensoría del Pueblo, 2024). En ese marco, entre enero y julio de 2024, los Centros de Emergencia Mujer (CEM) 
han atendido 94.357 casos de violencia contra las mujeres e integrantes de grupo familiar, de los cuales el 84,8 % 
de los casos corresponden a mujeres (79.995). Dentro de grupo, el 93,6 % corresponde a violencia sexual (16.540) 
contra las mujeres (MIMP, 2024). Así, respecto de los casos de violencia sexual, en general, se cuentan con 7.252 
casos de violación sexual, donde el 64,2 % corresponde a casos de hacia niños, niñas y adolescentes; el 34,9 % a 
personas adultas y; el 0,9 % a personas adultas mayores. Además, respecto de casos de acoso sexual en espacios 
públicos, se tiene que, de los 257 casos, el 56,8 % corresponde a niños, niñas y adolescentes; 42,4 % a personas 
adultas y 0,8 a personas adultas mayores (MIMP, 2024).

Metodología

A partir de una aproximación exploratoria, considerando que no existe información específica respecto de la violencia 
sexual contra las mujeres y las niñas en espacios públicos, en el distrito de San Miguel, y una aproximación explicativa 
para indagar acerca de las formas locales de violencia sexual contra las mujeres y las niñas en los espacios públicos 
y el contexto, se desarrollaron tres estudios complementarios para sistematizar información relevante que permita 



identificar intervenciones con perspectiva de género relevantes sobre la problemática de violencia sexual en espacios 
públicos. Asimismo, la información se complementó con revisión de fuentes secundarias de literatura académica 
como de instituciones del Estado, desde una aproximación cualitativa y cuantitativa para el desarrollo del estudio. 
Así, para el primer estudio, con una aproximación no probabilística, se aplicaron 17 entrevistas semi-estructuradas 
a representantes institucionales. Para el segundo estudio, desde la misma aproximación, se desarrollaron 5 grupos 
focales, bajo una mirada comunitaria y participativa, divididos de la siguiente manera: 2 grupos focales a mujeres 
adultas vecinas del distrito (cada grupo focal con 8 participantes); 2 grupos focales a juventudes y adolescencias y 
1 grupo focal a hombres vecinos del distrito. Finalmente, el tercer estudio, desde una aproximación probabilística, 
se recogieron 180 encuestas a mujeres en su diversidad que transiten por el distrito de San Miguel.

Resultados

Como se señaló previamente, las mujeres, adolescentes y niñas temen y sufren diversos tipos de violencia sexual 
en los espacios públicos, desde situaciones no deseadas, comentarios sexuales y tocamientos hasta la violación 
y el feminicidio. Todo esto reduce su libertad, así como su capacidad para participar en la vida pública, en general, 
impactando negativamente su salud y bienestar (ONU Mujeres, 2023; Royo et al., 2023), al tener que adaptar, muchas 
veces, su comportamiento para participar en el espacio público, por ejemplo, en ámbitos como el transporte público, 
también revelan dicha relación (Royo et al., 2023; Salerno-Ferraro et al., 2022).  Así, el acoso sexual en espacios 
públicos se articula con el miedo y el entorno que construye la relación espacial que existe con el patriarcado, que 
refuerza y reproduce la exclusión de las mujeres en diversos ámbitos. 

A continuación, se presentan los resultados obtenidos a partir de los 3 estudios de campo, que se organizan en 3 
categorías de análisis: 1. percepciones de las particularidades del acoso sexual en espacios públicos; 2. percepciones 
sobre respuestas institucionales ante el acoso sexual en espacios públicos y; 3. perspectivas a futuro en torno a al 
acoso sexual en espacios públicos. 

Percepciones de las particularidades del acoso sexual en espacios públicos

En general, existe un reconocimiento de que, incluso con diversos avances en materia de políticas públicas y 
herramientas normativas, aún existen situaciones de acoso sexual en espacios públicos. Por ejemplo, se reconocen 
situaciones como miradas inapropiadas, especialmente por parte de hombres mayores hacia mujeres jóvenes y 
adolescentes; y silbidos y comentarios ofensivos o insinuaciones de tipo sexual mientras se camina por la calle o 
está en transporte público. Es de reconocimiento generalizado que, aun en el país se cuenta con una cultura machista 
que en casos normaliza y en casos justifica el acoso sexual en espacios públicos. Esto termina por afectar cómo las 
mujeres perciben sobre su seguridad y su entorno, específicamente sobre cómo deben vestirte, dónde deben y no 
deben transitar y, en general, cuáles son los espacios públicos de los que pueden o no hacer uso. Por ejemplo, 44,4 %  
de las encuestadas sienten que las mujeres en general no pueden caminar libremente por la calle y, 59,4 % con énfasis 
en el caso de las niñas y adolescentes. Esto se particularizó en el caso de las mujeres migrantes, a las cuales se les 
añade un mayor factor de vulnerabilidad. Respecto de la comunidad LGBTIQ+ no se realizó mayor énfasis, ya que se 
realizó la diferencia entre acoso sexual y discriminación. En ese sentido, el acoso se da a personas que no se ajustan 
a las expectativas heteronormativas y tradicionales de lo que supone ser una mujer o un hombre.



Asimismo, se destacó que, si bien los principales agresores son los hombres, a lo largo de su ciclo de vida, los 
principales son los hombres mayores. Esto articula con el patrón de comportamiento machista que viene apoyado 
históricamente, lo cual también va de la mano con una educación limitada sobre el respeto y la igualdad alimenta 
actitudes agresivas y que justifica comportamientos agresivos y despectivos hacia las mujeres, como miradas 
incómodas con carga sexual, reportadas por 79 mujeres del estudio cuantitativo y gestos vulgares por 53 de las 
mismas. En sí, se reconoce que, aun cuando se evidencian cambios positivos, aún existe una cultura de permisividad 
hacia el acoso que se transmite intergeneracionalmente. A esto suma la percepción, y en la mayoría de casos realidad, 
de impunidad respecto de los agresores, en tanto generalmente no existen consecuencias por sus acciones, ni 
legales ni sociales, ya que muchas situaciones de acoso no se denuncian y, cuando se hacen, a veces no reciben 
la atención que merecen por parte de las autoridades, alimentando el ciclo de violencia. Por ejemplo, 44,4 % de 
encuestadas considera que no puede pedirle ayuda a la policía si tiene algún problema en la calle. A todo esto, 
suman las características físicas de los espacios como falta de iluminación y la ausencia de autoridades, así como 
calles y avenidas más transitadas donde la aglomeración de personas permite que los agresores actúen con más 
facilidad, al ser difícil que sean identificados, y donde no hay un control social visible. Finalmente, se evidencia 
una paradoja entre la relación entre la vestimenta de las mujeres y el acoso. Si bien se reconoce que las mujeres 
pueden vestirse como gusten, también se respalda la posición de ciertas formas de vestir que busquen prevenir el 
acoso sexual en espacios públicos, dándoles responsabilidad a las posibles víctimas.  En ese sentido, se perpetúa 
la idea de que las mujeres son responsables de su propia seguridad, aludiendo a su forma de vestir o transitar en 
el espacio público. Por ejemplo, el 41,6 % de las encuestadas siente que no puede utilizar la ropa que quiera por la 
calle. A esto sumándole que un 30 % considera que no puede utilizar libremente su cuerpo por la calle. Todo esto, 
va de mano con los indicadores respecto a la ansiedad en el contexto de calle y transporte público, que revela 
que un 50,5 % de las mujeres encuestadas no se sienten relajadas en estos espacios y, con los indicadores sobre 
sentimientos experimentados en el mismo contexto espacio y transporte públicos, donde se destacan, en mayor 
medida, sentimientos de miedo, sensación desagradable, tristeza y molestia. 

Percepciones sobre respuestas institucionales ante 
el acoso sexual en espacios públicos 

Si bien existen diversos recursos e instituciones para responder a la problemática de acoso sexual en espacios 
públicos, existe un reconocimiento generalizado que aun muchas personas no conocen los servicios ni sus 
derechos en tanto la relación con las normativas. Así, la falta de información sobre los derechos de las mujeres, 
más específicamente, y los mecanismos disponibles para denunciar el acoso sexual, limitan la búsqueda de recursos 
de ayuda, aun existiendo, por ejemplo, iniciativas municipales como el botón de pánico que las adolescencias y 
juventudes, por ejemplo, desconocían. Para ello se recomienda, constantemente, que la difusión de información 
debería extenderse. Por ejemplo, parte de la ciudadanía, no conoce las ordenanzas existentes, lo que limita su 
capacidad para prevenir y denunciar actos de violencia.

A esto también suma la percepción, incluso desde el ámbito institucional, que aún existe trabajo que realizar 
con servidoras y servidores sobre el tipo de respuesta ante quejas y denuncias sobre acoso sexual en espacios 
públicos, por falta de empatía y seriedad ante la problemática, arrastrando estereotipos y prejuicios sobre cómo 
deben de comportarse los hombres y las mujeres, así como cómo debe de verse una víctima “ideal”, en tanto mujer 
que no se expone con vestimentas ligeras y transita por lugares “peligrosos”. Esto potencia la desconfianza en las 



instituciones, que se evidencia como un desafío, ya que se articula con la decisión de no denunciar, en muchos casos, 
por experiencias negativas pasadas, de la mano con la revictimización y estigmatización.

Perspectivas a futuro en torno al acoso sexual en espacios públicos

En general, existe la necesidad de mayor capacitación y sensibilización para el personal de instituciones, así 
como para la ciudadanía, de forma sostenida. Sin embargo, se destaca el especial énfasis en trabajo con las 
escuelas, considerando que representan a una generación con mayor posibilidad de cambio e internalización de los 
conocimientos. Para esto incluso se sugirió que temáticas sobre violencia basada en género se trabajen a lo largo 
del año escolar, no solo como una capacitación aislada. Por ejemplo, se señala que la educación sexual integral se 
convierta en parte obligatoria del currículo escolar. Esto debería incluir no solo la información sobre el respeto al 
cuerpo y los derechos, sino también la importancia de la igualdad de género y el reconocimiento de la violencia de 
género en sus diferentes formas. En ese sentido, en general, también se espera que la difusión sobre los mecanismos 
de denuncia y recursos de apoyo para las víctimas aumenten en el distrito y que se incluya la mayor exposición de 
los agresores en el marco de dicha difusión, destacando que la responsabilidad es del agresor.

A todo esto, suma que el personal de las instituciones, especialmente aquellas que trabajan con la población vulnerable 
(como policías, educadores y funcionarios públicos), reciban capacitación sobre el acoso sexual y violencia de género. 
Específicamente, para que desarrollen mayor sensibilización y empatía para tratar con las personas afectadas. 
Se reconoce que, de parte del personal institucional no existe falta de conocimiento respecto sus normativas. Sin 
embargo, algunas personas, debido a la herencia cultural que justifica históricamente la violencia contras las mujeres 
y, en especial en los espacios públicos que son reconocidos usualmente como masculinizados, aun no se he generado 
suficiente empatía sobre la temática. De ahí que se busque priorizar a las y los estudiantes escolares. 

Asimismo, se destaca la necesidad de mayor diálogo en materia de prevención entre la ciudadanía y las instituciones. 
Incluso la posibilidad de espacios de conversación sobre experiencias e impacto en el bienestar tanto físico como 
psicológico. Esto funcionaría como una suerte de retroalimentación sobre la atención recibida o no recibida y el 
funcionamiento de los mecanismos de denuncia. A esto suma la sugerencia de realizar capacitaciones o talleres 
conjuntos de niños, niñas, adolescentes y sus respectivos padres, madres o cuidadores para que la problemática de acoso 
sexual en espacios públicos se transparente, además de su realización por grupos. Finalmente, aun con la existencia 
de diversos mecanismos legales, evaluar repercusiones sociales que desincentiven el acoso en espacios públicos.

Discusión

El acoso sexual en espacios públicos se manifiesta en diversas formas, como miradas inapropiadas, comentarios 
sexuales, silbidos y tocamientos, siendo los agresores mayormente hombres a lo largo de su ciclo de vida, con 
énfasis en hombres adultos mayores. Estas conductas están arraigadas en una cultura machista que normaliza la 
violencia hacia las mujeres, perpetuada por estereotipos y educación limitada en igualdad de género. Las mujeres, 
adolescentes y niñas se ven obligadas a adaptar su comportamiento, vestimenta y rutas para evitar situaciones de 
riesgo, lo que afecta su percepción de seguridad y restringe su libertad en el uso del espacio público. Asimismo, 
factores como la falta de iluminación, la aglomeración de personas y la ausencia de autoridades facilitan el acoso, 



mientras que las narrativas sociales que responsabilizan a las víctimas refuerzan su vulnerabilidad, generando 
impunidad hacia los agresores, haciendo que la revictimización desincentive las denuncias.

En términos institucionales, aunque existen ordenanzas y recursos como el botón de pánico y diversos espacios para 
quejas y denuncias, como el Centro de Emergencia Mujer, la Comisaría y la misma Municipalidad, el desconocimiento 
generalizado de estos mecanismos limita su uso y efectividad. Además, se perciben deficiencias en la atención 
institucional, como la falta de empatía y respuestas basadas en prejuicios hacia las víctimas, lo que fomenta la 
desconfianza en las autoridades. Para avanzar, se enfatiza la importancia de la educación en igualdad de género 
desde las escuelas y la capacitación del personal público para atender con sensibilidad estos casos, de manera 
sostenida en el tiempo. Asimismo, se propone fortalecer la difusión de normativas y recursos, generar espacios 
de diálogo comunitario y diseñar campañas que evidencien la responsabilidad de los agresores, promoviendo un 
enfoque preventivo y transformador en la lucha contra el acoso sexual en espacios públicos.

Conclusión

Esta investigación evidencia cómo, aun con diversos avances y mejoras en materia normativa, el acoso sexual en 
espacios públicos es una problemática profundamente enraizada en factores culturales, sociales e institucionales. 
Así, aunque existen avances normativos, la brecha entre el diseño de políticas y su implementación efectiva limita 
su impacto. Además, las percepciones sociales perpetúan la violencia, reforzando la necesidad de abordar la 
problemática desde una perspectiva integral que combine educación, sensibilización institucional y transformación 
comunitaria.
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